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URUGUAYURUGUAY
La ley 18.987 de interrupción voluntaria del 
embarazo (IVE) se aprobó en Uruguay el 17 de 
octubre de 2012. Legaliza la práctica de aborto, 
mediada por el sistema nacional integrado de 
salud, hasta las 12 semanas de gestación por 
voluntad propia de la mujer o persona gestante 
y hasta las 14 semanas por violación. Por fuera 
de esos plazos y del sistema sanitario, el aborto 
sigue siendo un delito en el Código Penal (art. 
325 y 325 bis).

Las migrantes deben tener un año de residencia 
legal para solicitar IVE. Si sufrieron un hecho de 
violencia que derivó en un embarazo no 
deseado la ley integral contra la violencia 
basada en género (19.580) de 2017 autoriza el 
acceso a IVE “cualquiera sea su nacionalidad y 
aunque no haya alcanzado el año de residencia 
en el país, siempre que los hechos de violencia 
hayan ocurrido en el territorio nacional”.
Al solicitar un aborto, la usuaria debe pasar por 
un equipo interdisciplinario que evalúa las 
razones de la IVE y debe cumplir “5 días de 
reflexión”. Tras ese plazo, el 94 por ciento ha 
ratificado la decisión. Unx ginecólogx suele 
recetar misoprostol para que el aborto se realice 
en la casa y debe volver al sistema a controlar 
que el procedimiento haya salido bien, sino se 
realiza un legrado. Esta crónica refleja parte del 
engorroso proceso.
De 7171 abortos legales en 2013 a 9830 en 2017, el 
promedio no supera los 820 abortos por mes. 
Leonel Briozzo, ex viceministro de Salud, 
consideró que se llegó a una “meseta” y que la 
cantidad de abortos comenzará a bajar.
La objeción de conciencia es la principal barrera 
para acceder a una IVE. Algunos departamentos 
tienen el 60 por ciento de ginecólogxs objetorxs; 
esto genera demoras en los plazos legales por 
traslados de 500 kms para acceder a un servicio, 

sumado a la exposición y estigmatización de 
quienes abortan. No hay registro público de la 
lista de objetores.

Desde que se aprobó la ley, dos mujeres 
murieron en abortos clandestinos: una en 2013 
cuando recién se instalaban los servicios legales 
y otra en 2016 (al consultar ya tenía 13 semanas 
de gestación; abortó en clandestinidad, sufrió 
una infección generalizada y murió). Tres 
mujeres fueron procesadas por abortar en 
clandestinidad.

Existe la Línea Aborto Información Segura para 
asesoramiento sobre la ley y el procedimiento 
(0800 8843 o *8843) que funciona de lunes a 
viernes y está a cargo del colectivo Mujeres en el 
Horno.
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VENEZUELAVENEZUELA
El aborto no está despenalizado, mucho menos 
legalizado. La Ley que prohíbe la práctica es 
ambigua al respecto. Con la última reforma del 
Código Orgánico Procesal Penal en 2012 solo se 
hace referencia al aborto en el artículo 269 sobre 
la “obligación de denunciar” a los y las 
profesionales de la salud involucrados en un 
aborto. Antes de 2012, la legislación castigaba 
con prisión de seis meses a dos años a las 
mujeres que abortaban y quien las asistiese 
podía recibir doce a treinta meses de cárcel. Solo 
se permitía el aborto si la vida de la madre corría 
peligro. 

La reforma de 2012 dejó cabos sueltos en la 
regulación del aborto. La última vez que el tema 
se abordó en la política nacional fue el 20 de 
junio de 2018, cuando la Red de Información 
Aborto Seguro presentó una propuesta a la 
Asamblea Nacional Constituyente para 
modificar el artículo 76 de la Constitución y así 
garantizar protección y asistencia a la 
maternidad voluntaria y admitir la interrupción 
del embarazo. Un año después no hay 

respuestas, ni cambios, ni un nuevo debate. 
En 2016 murieron 756 mujeres embarazadas, 
65,79 por ciento más que el año anterior. Sin 
embargo, se desconoce cuánto de ese 
porcentaje falleció por practicarse un aborto 
inseguro. 

En agosto 2018, cuatro ONG venezolanas 
realizaron un trabajo de campo sobre los 
derechos sexuales y reproductivos de las 
mujeres. Entrevistaron a profesionales de la 
salud en tres maternidades del país y 
encontraron que se habían registrado 340 
abortos en solo un mes. 

El Comité de la CEDAW y el Comité de Derechos 
Económicos y Sociales de las Naciones Unidas 
han recomendado al Estado venezolano 
flexibilizar la norma que penaliza el aborto. El 
Consenso de Montevideo sobre Población y 
Desarrollo, suscrito por Venezuela, también 
insta a los Estados a “considerar la posibilidad de 
modificar las leyes, normativas, estrategias y 
políticas públicas sobre la interrupción 
voluntaria del embarazo para salvaguardar la 
vida y la salud de mujeres y adolescentes, 
mejorando su calidad de vida y disminuyendo el 
número de abortos”. Las mujeres venezolanas 
siguen esperando la respuesta del Estado.
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